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INDÍGENA / DERECHO A LA EDUCACIÓN / AUTORIZACIÓN DE CRÉDITO CON EL ICETEX / NO SE DEMOSTRÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE / NO SE TUTELA - CONFIRMA / “A pesar de lo dicho por el accionante, en la información obrante en el expediente se puede observar con claridad que si bien es cierto, presentó una solicitud de crédito ante el ICETEX, ésta no prosperó por circunstancias que le son atribuibles al él mismo, esto porque a pesar de haber señalado en su escrito de tutela que la entidad se había negado a admitirle el crédito (aparentemente vulnerando su derecho fundamental a la educación), se pudo establecer en el trámite de esta acción que lo que en realidad pasó fue que él mismo desistió de ese crédito, aún cuando el mismo ya se encontraba aprobado y en proceso de legalización, lo que hizo bien sea porque en ese proceso se encontraron irregularidades en los datos por él aportados, o porque resultó no ser la que más beneficiaba sus intereses. No hay lugar a pensar entonces que si alguien aspira a un crédito ante el ICETEX, y durante el trámite de aprobación y efectivización del mismo la persona desiste de éste, la entidad se tenga que ver obligada a insistirle en que lo haga; tampoco se puede considerar que esta tiene el deber de determinar los casos particulares y especiales de quien hace la solicitud, para recomendarle uno u otro programa que le convenga más, máxime cuando se trata de una solicitud que se realiza de manera virtual; es decir, es la persona interesada quien debe estudiar la línea de crédito que más le convenga y una vez hecha la solicitud, la entidad procede a efectuar los estudios correspondientes para la aprobación del mismo.”
(…)

“Finalmente, hay que decir que las actuales circunstancias no son definitivas para el libelista, pues no se vislumbra que por ello se vea imposibilitado de por vida para estudiar, pues es claro que puede volver a realizar la solicitud, dentro del tiempo que es, eligiendo el crédito que más le conviene y con el cumplimiento de todos los requisitos.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-01 de 1992. / Sentencia T-514 de 2003. / Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007. / 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por VICTOR MANUEL IBARRA ARICAPA, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido el 25 de agosto del presente año por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual negó el amparo del derecho fundamental a la educación invocado por él contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR “MARIANO OSPINA PÉREZ”, de ahora en adelante ICETEX. 
ANTECEDENTES:

Víctor Manuel Ibarra Aricapa instauró acción de tutela en contra del ICETEX al considerar vulnerado su derecho fundamental a la educación, con base en los hechos que a continuación se relacionan:   
i) Hace parte de una comunidad indígena y como población protegida constitucionalmente puede acceder a líneas de crédito flexibles; en vista de ello solicitó al ICETEX un crédito para estudio pero no fue “admitido”, con lo que se ponen en riesgo sus posibilidades de estudiar pues no cuenta con recursos económicos para cubrir los gastos del semestre, transporte y demás.  
ii) No le fue posible descargar el formulario para hacer la solicitud, por lo que solicitó varias veces a la entidad habilitar el sistema para acceder al mismo, pero esta nunca lo hizo. 

iii) Ante la situación, el 8 de agosto del presente año tuvo que viajar a las instalaciones del ICETEX en la ciudad de Bogotá, donde le señalaron que la convocatoria había terminado el día anterior por lo que debía buscar una alternativa diferente. 

iv) Empezó a estudiar en la universidad desde el 11 de julio pero no tiene recursos para pagar el semestre.

En vista de los hechos narrados solicitó que se ordenara al ICETEX la autorización del crédito 100% a largo plazo al que tiene derecho por pertenecer a una comunidad indígena y no tener recursos económicos para estudiar.  

Frente al asunto la entidad accionada manifestó que si bien es cierto existe un fondo especial de créditos educativos llamado “Fondo de Comunidades Indígenas Álvaro Ulcué Chocué”, que tiene como objetivo otorgar créditos educativos a estas comunidades, para facilitarles el ingreso a los programas de pregrado y posgrado en las instituciones de educación superior, también lo es que el señor Víctor Manuel no ha presentado ninguna solicitud como aspirante a ese fondo, sino que la solicitud que realizó fue para acceder a otro programa denominado “Tú Eliges 25%”, durante el segundo periodo del año 2016 (la cual fue aprobada el 28 de julio), sin embargo no fue legalizada por presentarse inconsistencias en la información aportada por él y antes de que se culminara esa etapa el señor Ibarra Aricapa desistió de su crédito mediante escrito presentado el 11 de agosto. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 17 de agosto de 2016, y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 25 de agosto negar el amparo del derecho fundamental a la educación solicitado por el joven Víctor Manuel, lo cual hizo en consideración a lo dicho por la accionada en su contestación, en la que indicó que el libelista tramitó un crédito pero antes de que el mismo se hiciera efectivo presentó un escrito desistiendo del mismo, información que sustentó anexando copia de este; ahora, frente al fondo para comunidades indígenas no se realizó ninguna petición por parte del accionante. Así las cosas, el A-quo determinó que el accionar de la encartada no fue transgresor de los derechos invocados por el libelista.  
IMPUGNACIÓN

El 29 de agosto del año en curso, el accionante presentó escrito por medio del cual impugnó la decisión tomada por el Juez de instancia, con base en los siguientes argumentos: 
i) El ICETEX no fue claro en la información dada respecto a las líneas de crédito que existen para las comunidades indígenas, ni de forma presencial ni en la página web, razón por la cual inicialmente solicitó un crédito diferente que no le es conveniente por motivos económicos. 

ii) En la parte inicial de los formularios para crédito que aparece en la plataforma virtual de la entidad, hay una casilla especial para aclarar si las personas pertenecen a alguna comunidad indígena, por ello no es justificable decir que allí no se tenía conocimiento de que él pertenecía a una de ellas. 
iii) Inició los trámites de solicitud y legalización de crédito un mes antes del cierre de la convocatoria, pero en el proceso de legalización del mismo se encontraron inconsistencias en la información, pues en el formulario manifestó ser estrato 1, pero en el recibo de energía con el que se confrontó esa información dice que pertenece al estrato 2; por otra parte, en la dirección de residencia que él registró decía “Vereda Río Grande” mientras que en el recibo decía “Sector Río Grande”. 

En vista de lo anterior, se dirigió a la sede principal de las instalaciones del ICETEX -Eje Cafetero- para realizar las correcciones  a que hubiera lugar pero allí le informaron que no tienen un sistema en el cual se puedan hacer esas modificaciones sino que ello se debe hacer directamente desde el sistema principal en la ciudad de Bogotá. 
El funcionario que lo atendió en esa Dependencia le dio instrucciones de anular su crédito por ser esa la única manera de solucionar las inconsistencias en el formulario, señalándole textualmente: “anule el crédito que nosotros le habilitamos el sistema para que pueda solicitarlo de manera correcta”, pero esto no ocurrió. 
iv) Teniendo en cuenta que la convocatoria se terminaba el 7 de agosto de 2016 (domingo), se dirigió a las instalaciones de la entidad en la ciudad de Bogotá el día 8 del mismo mes, donde le dijeron de manera descortés que la convocatoria había cerrado a las 12 de la noche anterior, sin tener en cuenta que viajó desde Pereira para solucionar el problema, que estuvo durante un mes insistiendo en que ellos lo hicieran, que dejó su trabajo, su familia y su pueblo para poder estudiar y ahora se ve en la obligación de abandonar la universidad porque no tiene recursos económicos para sufragar los gastos que ello implica.  
v) Los argumentos expuestos por el ICETEX que llevaron a negar el amparo de tutela son deshonestos, es una entidad que pone “demasiadas trabas” a las personas para adjudicarles créditos y no tienen en cuenta las necesidades que tienen las personas de las comunidades indígenas para ingresar a una institución de educación superior. 

Solicitó que se revoque la decisión de primera instancia y en consecuencia se le tutele su derecho fundamental a la educación.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar si el ICETEX vulneró el derecho fundamental a la educación del joven Víctor Manuel Ibarra Aricapa, al no concederle el crédito educativo al que considera tener derecho por hacer parte de una comunidad indígena. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
. (Negrillas por fuera del texto original) 
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce; sin embargo, a la tutela sólo se debe acudir de manera transitoria y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio inminente y grave.

Del caso concreto:

Entiende esta Sala que con el presente asunto lo que procura el joven Víctor Manuel es que se le autorice a través este mecanismo constitucional la autorización de un crédito al que considera tener derecho, porque a su parecer ha realizado todas las gestiones tendientes a obtener el mismo ante el ICETEX, sin embargo, esta entidad se ha negado de manera injustificada a reconocer el mismo. 
A pesar de lo dicho por el accionante, en la información obrante en el expediente se puede observar con claridad que si bien es cierto, presentó una solicitud de crédito ante el ICETEX, ésta no prosperó por circunstancias que le son atribuibles al él mismo, esto porque a pesar de haber señalado en su escrito de tutela que la entidad se había negado a admitirle el crédito (aparentemente vulnerando su derecho fundamental a la educación), se pudo establecer en el trámite de esta acción que lo que en realidad pasó fue que él mismo desistió de ese crédito, aún cuando el mismo ya se encontraba aprobado y en proceso de legalización, lo que hizo bien sea porque en ese proceso se encontraron irregularidades en los datos por él aportados, o porque resultó no ser la que más beneficiaba sus intereses. No hay lugar a pensar entonces que si alguien aspira a un crédito ante el ICETEX, y durante el trámite de aprobación y efectivización del mismo la persona desiste de éste, la entidad se tenga que ver obligada a insistirle en que lo haga; tampoco se puede considerar que esta tiene el deber de determinar los casos particulares y especiales de quien hace la solicitud, para recomendarle uno u otro programa que le convenga más, máxime cuando se trata de una solicitud que se realiza de manera virtual; es decir, es la persona interesada quien debe estudiar la línea de crédito que más le convenga y una vez hecha la solicitud, la entidad procede a efectuar los estudios correspondientes para la aprobación del mismo. 
Ahora, frente al señalamiento que hace el accionante en cuanto a que inició los trámites con un mes de anticipación y que a pesar de eso la entidad no tuvo en cuenta sus esfuerzos, inclusive viajar a sede principal en la ciudad de Bogotá, cabe resaltar que esta situación tampoco se le puede imputar a la encartada, porque el mismo accionante reconoció que lo hizo de manera extemporánea cuando ya habían culminado las convocatorias para la solicitud. 
Finalmente, hay que decir que las actuales circunstancias no son definitivas para el libelista, pues no se vislumbra que por ello se vea imposibilitado de por vida para estudiar, pues es claro que puede volver a realizar la solicitud, dentro del tiempo que es, eligiendo el crédito que más le conviene y con el cumplimiento de todos los requisitos.

Es de anotar que no puede el aquí accionante refugiarse en el hecho de ser un sujeto de especial protección constitucional por pertenecer a una comunidad indígena, para aducir que deba tener un trámite preferencial frente a personas con sus mismas condiciones, o que pueda evadir los requisitos previstos por el ICETEX para el otorgamiento de créditos estudiantiles, y mucho menos acudir a la acción de tutela para saltarse los procedimientos ordinarios previstos por esa entidad, especialmente cuando no demostró ni de forma somera el perjuicio irremediable que se le está causando. 
En conclusión, se habrá de confirmar la decisión de primera instancia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 25 de agosto de 2016 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

NATALIA PALACIO CASTAÑO
Secretaria Ad Hoc
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.
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� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.
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